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La defensa de los derechos 
humanos de las personas 

migrantes. 

Un análisis desde el activismo jurídico en la frontera 

sur de México 

Introducción

La frontera sur mexicana es la puerta de ingreso de personas migrantes de 
diferentes nacionalidades a territorio mexicano, no sólo por la vecindad con 
Guatemala, sino también porque es un espacio geográficamente obligatorio 
para quienes pretenden llegar a Estados Unidos vía terrestre y carecen de do-
cumentación migratoria. Por consiguiente, representa también un espacio de 
tránsito y estancia temporal, un lugar de habituales revisiones migratorias y 
donde muchas organizaciones de la sociedad civil han surgido con el propósito 
de atender las necesidades de estas personas migrantes y nivelar el ambiente 
de peligros y riesgos que experimentan. 

     De acuerdo a datos de la Organización Internacional de las Migraciones 
(2018: 31-47; 106-107; 115-118) existen más de veinte albergues para personas 
migrantes en las entidades federativas de la frontera sur mexicana –Chiapas, 
Tabasco y Veracruz–. La atención que se brinda puede ir desde alimentación, 
hospedaje y atención médica, hasta orientación jurídica y acompañamiento en 
diversos procedimientos (Organización Internacional de las Migraciones, 2018: 
4). En los albergues que proporcionan orientación jurídica y acompañamiento 
legal se brinda una plática informativa al ingreso para identificar a potenciales 
solicitantes de la condición de refugiado, o bien a víctimas o testigos de delitos 
en territorio mexicano que puedan tramitar una tarjeta de visitante por razo-
nes humanitarias. 
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     Las organizaciones civiles desarrollan un activismo jurídico que se 
materializa en una constante promoción de acciones legales. La incidencia que 
tienen en estas ciudades respecto a la regulación y gestión del fenómeno mi-
gratorio es mayúscula, pues a través de este activismo jurídico se han gestado 
muchos cambios en la operatividad política respecto al disfrute y goce de algu-
nos derechos humanos de las personas migrantes.

     Las organizaciones que han sido analizadas para los efectos de esta 
investigación son La 72 Hogar-Refugio para Personas Migrantes localizada en el 
municipio de Tenosique en Tabasco y la Casa del Migrante Albergue Belén en 
Tapachula, Chiapas. Ambas organizaciones se ubican cerca de la frontera sur 
mexicana, y brindan a la comunidad migrante, orientación y acompañamiento 
jurídico en diferentes instancias administrativas y judiciales, además de asis-
tencia básica como alimentos, vestimenta, hospedaje, etcétera.

      En este trabajo se analizan en primer término los tipos de acciones 
legales que estas organizaciones civiles están activando a través de diferentes 
mecanismos y los efectos que producen en la política y tratamiento del fenó-
meno migratorio en el sur de México. En un segundo momento se explicará que 
muchas de estas acciones legales o de asistencia les corresponderían realizarlas 
al Estado mexicano por obligación constitucional. Finalmente, se presentará la 
percepción de las personas migrantes centroamericanas respecto al rol que 
simbolizan estas organizaciones civiles en la frontera sur de México, a efecto 
de subrayar el contrapeso constante que constituyen en un espacio lleno de 
riesgos y peligros, y que sin su aportación como actores jurídicos, el escenario 
de estas personas migrantes sería más complejo. 

     Un propósito adicional de este trabajo es aportar a la discusión teórica 
de los estudios que abordan las relaciones entre los movimientos sociales y los 
derechos humanos. En ese sentido, se explica en qué consisten los principales 
ejes que articulan el activismo jurídico llevado a cabo por las organizaciones 
civiles defensoras de personas migrantes en el sur de México.

Las acciones legales: solicitud de la condición de refugiado y trámite de la tarjeta de 
visitante por razones humanitarias
Las categorías migratorias que dispone la Ley de Migración mexicana para la 
regularización de personas extranjeras se obtienen a través de condiciones 
que son difíciles de materializar en el contexto de quienes ingresan sin docu-
mentación migratoria. Por ejemplo, contar con una oferta de empleo, tramitar 
alguna adopción, estudiar en México, tener hijos de nacionalidad mexicana, ser 
ascendiente o descendiente en línea recta hasta el segundo grado de un mexi-
cano por nacimiento, entre otros (Ley de Migración, 2011: 18-20). A los migrantes 
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que ingresan de forma indocumentada y no reúnen ninguna de las condiciones 
anteriores, sólo les restan dos acciones legales por intentar: la solicitud de la 
condición de refugiado y la tramitación de una tarjeta de visitante por razones 
humanitarias. 

     La solicitud de la condición de refugiado es una protección internacio-
nal que ratifica el sistema jurídico mexicano a través de la Ley sobre Refugiados, 
Asilo Político y Protección Complementaria (2011: 4) y que se otorga a las personas 
extranjeras bajo tres supuestos:

1. Temores de persecuciones por motivos de raza, religión, nacionalidad, 
género, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas 
en el país de su nacionalidad y que debido a ellos, no pueda o no quiera 
recibir protección de tal país o regresar a él.

2. Huir del país de origen porque su vida, seguridad o libertad han sido 
amenazadas por violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos 
internos, violación masiva de los derechos humanos u otras circunstan-
cias que hayan perturbado gravemente el orden público.

3. Debido a circunstancias que hayan surgido en su país de origen o como 
resultado de actividades realizadas durante su estancia en territorio 
nacional, que propicien cualquiera de los dos primeros supuestos.

La tarjeta de visitante por razones humanitarias es una categoría migra-
toria que prevé la Ley de Migración en la fracción V del artículo 52 y que se 
autoriza a las personas extranjeras que han sido víctimas o testigos de delitos 
cometidos en territorio nacional, a las niñas, niños y adolescentes no acom-
pañados y a los solicitantes de asilo político, de la condición de refugiado o de 
protección complementaria (Ley de Migración, 2011: 18).

     Las organizaciones civiles de la frontera sur de México han identificado 
estas acciones legales y han establecido procedimientos internos para la detec-
ción de personas migrantes que sus experiencias y situación puedan adecuarse 
a ambas figuras legales. Todo comienza con una charla inicial en las que se les 
explica su calidad de sujetos de derechos humanos en territorio mexicano y las 
posibilidades que tienen para regularizar su situación migratoria.

     Las personas migrantes que se encuentren en algunos de los supues-
tos explicados, sostienen una plática más detallada con los abogados de los 
albergues. La charla además de enfatizar en los pasos que se seguirán en am-
bos procesos y las instituciones ante las que se comparecerá, deja en claro el 
acompañamiento que tendrán del personal del área legal de los albergues. El 
acompañamiento es la fuente principal de persuasión para incoar estos proce-
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dimientos, pues de lo contrario, las personas migrantes no acudirían a las ins-
tituciones mexicanas o activarían los mecanismos jurídicos conducentes, ante 
el temor y la desconfianza respecto al actuar de las instituciones del Estado 
mexicano (Gutiérrez, 2019: 118).

La condición de refugiado
El proceso para obtener la condición de refugiado inicia con la presentación 
de un escrito ante la Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado (Comar) con 
la exposición de las razones que fundamenten dicha solicitud (Ley sobre Refu-
giados, Asilo Político y Protección Complementaria, 2011: 7). Después de la presen-
tación del escrito y la expedición de la constancia de trámite de la solicitud 
de reconocimiento de la condición de refugiado, prosigue una entrevista en la 
que se interroga a las personas sobre las bases fácticas o documentales en que 
sustenta su versión.

     Aunque la duración de los procedimientos de refugio en México es 
variable en función de distintos factores, por ejemplo, si el solicitante es niña, 
niño o adolescente no acompañado, si hay oficinas de la Comar en la ciudad 
donde se ventile el trámite,1 entre otros, lo cierto es que se estiman aproxima-
damente entre nueve y doce meses de espera para la resolución (Gutiérrez, 
2019: 128). Esta acción legal es la más común entre las personas migrantes, 
al grado incluso de sobrecargar a los órganos delegados para la tramitación 
de estos procedimientos en ambas ciudades. Hay que subrayar que en caso 
de admitirse la condición de refugiado, la consecuencia legal es la residencia 
permanente.

La tarjeta de visitante por razones humanitarias
A las personas que manifiesten haber sido víctimas o testigos de algún delito 
en territorio mexicano se les conmina a comenzar el proceso para la obtención 
de la tarjeta de visitante por razones humanitarias. Este trámite, a diferencia 
de la condición de refugiado, requiere de dos procesos distintos ante dos insti-
tuciones de diversa naturaleza para ser completado.

En primer término ante las Fiscalías para la Atención a Migrantes, a efec-
to de presentar la denuncia de hechos acerca del delito del que fueron víctimas 
o testigos en territorio mexicano. Una vez que se presente la denuncia, la Fis-
calía debe entregar a la persona migrante una constancia donde se les otorgue 
el reconocimiento como víctimas. En segundo término, acudir a las oficinas 

1  La Comar únicamente tiene presencia con oficinas en cuatro lugares del país: Tapachula (Chiapas), Teno-
sique (Tabasco), Acayucan (Veracruz) y Ciudad de México (Paris, 2019: 5).
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del Instituto Nacional de Migración con la constancia de reconocimiento como 
víctima para solicitar la tarjeta de visitante por razones humanitarias.

De acuerdo al inciso a de la fracción V del artículo 52 de la Ley de Migración 
(2011: 18), sólo se les expedirá esta tarjeta de visitante por razones humanita-
rias a las víctimas o testigos de delitos en territorio nacional hasta entonces 
concluya el proceso penal, momento en el que deberán abandonar México o 
solicitar otra condición migratoria. Aunque es menor el número de personas 
que solicitan esta vía en comparación con las solicitudes de la condición de 
refugiado, se ha convertido en otra posibilidad que tienen las organizaciones 
civiles del sur de México para brindar protección a las personas.

¿Y el Estado Mexicano?
A partir de la reforma constitucional del 10 de junio de 2011 que modificó 
varias disposiciones legales, entre ellas el artículo primero de la Constitución 
Mexicana, se determinó que todas las autoridades en el ámbito de sus com-
petencias se encuentran obligadas no sólo a proteger, respetar y garantizar 
los derechos humanos, sino también a promoverlos (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 2011: 1). La promoción de los derechos de acuerdo a 
Serrano (2013: 119-120) estriba no solamente en que las personas conozcan los 
derechos y mecanismos de defensa, sino también en que se mejore la satis-
facción de los derechos por parte de los sujetos titulares y empoderarles con 
relación a sus prerrogativas.

De tal manera que la obligación de promover los derechos humanos por 
parte del Estado mexicano no se constriñe exclusivamente a difundir informa-
ción, pues va acompañada de una serie de acciones que permitan asegurar qué 
tanto las estrategias de promoción han mejorado la situación de los derechos 
humanos que se intenta difundir. Esta obligación debe ser más enfática al tra-
tarse de grupos o personas en alguna situación de vulnerabilidad, ya sea por-
que no tienen manera de acceder a dicha información, o porque son quienes 
más experimentan transgresiones a sus derechos humanos.

Las personas migrantes en tránsito por México reúnen ambas condicio-
nes. Por un lado, provenir de un país donde quizá no se cuenta con los mismos 
mecanismos legales o derechos reconocidos, aunado a las experiencias que 
han tenido con sus instituciones; determinan su posición de desconocimiento o 
desinformación sobre los derechos humanos de que son titulares en territorio 
mexicano. Por otro lado, la ausencia de documentos migratorios y la búsqueda 
de rutas alternas y alejadas de las revisiones de las autoridades mexicanas, les 
coloca en situación de vulnerabilidad, no sólo frente a las instituciones del Es-
tado Mexicano, sino incluso con otros actores como la delincuencia organizada 
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(Guevara, 2014: 107).
No obstante estas obligaciones, el Estado mexicano no realiza labores de 

difusión o estrategias para empoderar a las personas migrantes en materia 
de derechos humanos, a pesar de que el artículo primero de la Constitución 
Mexicana hace extensivas estas prerrogativas a todas las personas sin impor-
tar su condición migratoria (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
2011: 1). Al parecer la racionalidad de la política migratoria mexicana es que la 
promoción deber ser sólo para quienes deciden activar los mecanismos legales, 
quienes en el caso de la frontera sur mexicana, ya se encuentran asesorados y 
acompañados por las organizaciones civiles, por lo que no necesariamente son 
los que más la necesitan.

Ante la omisión del Estado mexicano de cumplir con estas obligaciones 
constitucionales, se abre la pauta para el surgimiento de otros actores en la 
frontera sur del país, como lo son las organizaciones civiles y los organismos 
internacionales como el Alto Comisionado de las Naciones Unidas (Acnur). 
Aunque el rol de estos actores es fundamental, en términos de una gobernanza 
de las migraciones que prevé que la función del Estado en un fenómeno com-
plejo como la migración es fundamental pero insuficiente, pues se requiere de 
la colaboración de otros actores privados y sociales (Ramos, 2016: 67), lo cierto 
es que en este caso lo que persiste es una sustitución de acciones por parte de 
estos actores respecto de lo que le correspondería legalmente realizar al Estado 
mexicano.

Particularmente las organizaciones civiles en la frontera sur de México 
son las que ejecutan de modo constante labores de promoción de derechos 
humanos en sus espacios de acción, al tiempo que empoderan a las personas 
migrantes para que regularicen su situación de estancia, denuncien los actos 
delictivos de que fueron víctimas o testigos y obtengan un documento que les 
permita protegerse de eventuales violaciones a sus prerrogativas. En otras 
palabras, cumplen con las dos dimensiones que componen la obligación de 
promover contenida en la Constitución Mexicana, sin embargo, ello lo tendría 
que ejecutar el Estado.

Los únicos acompañantes durante los procesos de solicitud de la condición 
de refugiado o de la tarjeta de visitante por razones humanitarias en la fronte-
ra sur mexicana son las organizaciones civiles, los organismos internacionales 
o ambos en tareas colaborativas. No hay ningún acompañamiento de parte de 
alguna defensoría legal del Estado mexicano o de cualquier otra institución 
haciendo labores de esta índole, incluso en la mayor parte de los casos tam-
poco existe apoyo consular de los Estados de origen de quienes tramitan estas 
acciones legales.
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Percepción de las personas migrantes centroamericanas sobre el rol simbólico y 
operativo que representan las organizaciones civiles del sur de México
Por lo general, para las personas migrantes de Centroamérica su primer con-
tacto con los derechos humanos desde una fórmula instructiva o de difusión, se 
da en territorio mexicano en las organizaciones de la frontera sur. Sus narrati-
vas hacen notorio que los Estados de origen no efectúan una labor de promo-
ción que les permita identificar más allá de nociones vagas, con qué derechos 
humanos cuentan por el sólo hecho de ser personas.

Esta desinformación es un primer obstáculo para la cultura de la exigencia 
de los derechos humanos en México. El desconocimiento del contexto jurídico 
mexicano no es propiamente lo que limita la exigencia de cumplimiento a sus 
prerrogativas por parte del Estado (de origen, de tránsito o de destino), sino la 
ausencia de un autorreconocimiento per se como sujeto de derechos humanos, 
que tiene su génesis en la desinformación.

Una de las formas por las que las normas jurídicas tienen un encause en 
la comunidad es a través del conocimiento que, a la postre, constituye una cul-
tura de la legalidad. García Ramírez (2014: 6) señala que los órdenes jurídicos 
interno e internacionales en lo que respecta a los derechos humanos se conec-
tan por medio de puentes: el constitucional, el legal, el político, el jurisdiccional 
y el cultural. El puente cultural es el que responde al modo en cómo la socie-
dades reciben, asimilan y se apropian de los derechos humanos a través de la 
información y el conocimiento.

Ante la desinformación generalizada que caracteriza a las personas mi-
grantes que ingresan a México de forma indocumentada y que en su tránsito 
llegan a las organizaciones civiles de esta zona, estas últimas han condicionado 
un modelo operativo basado en el empoderamiento migrante, a través de la 
transmisión de conocimiento de derechos humanos y el acompañamiento per-
sonalizado durante los trámites y gestiones que se requieren al accionar alguna 
prerrogativa.

El modelo operativo de las organizaciones civiles consiste en concentrar-
se en las posibilidades que tienen las personas migrantes que llegan al sur 
de México de regularizar su situación migratoria. Por eso es que después del 
registro de quienes ingresan, prosigue la charla informativa y la insistencia en 
identificar a personas con altas posibilidades de ser solicitantes de la condición 
de refugiado o de la tarjeta de visitantes por razones humanitarias.

La operatividad de estos albergues estriba en considerar a las experien-
cias negativas de estas personas en sus lugares de origen o en territorio mexi-
cano como cartas de acceso o posibilidades institucionales para obtener un 
documento migratorio (Gutiérrez, 2019: 97). Una tarjeta de visitante por razo-
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nes humanitarias disminuye los riesgos y peligros y produce que las personas 
migrantes sientan más confianza para acudir ante una autoridad o institución 
mexicana.

Estas acciones por parte de las organizaciones civiles del sur de México re-
presentan un contrapeso ante las vicisitudes que componen la llegada, tránsito 
y estancia de las personas migrantes, sin embargo, son además un recordatorio 
al Estado mexicano de sus omisiones constitucionales y una exigencia forzosa 
de su trabajo. Esta labor de difusión y acompañamiento es unas de las princi-
pales razones por las que la Comar y las Fiscalías para la Atención a Migrantes 
han rebasado sus límites operativos y su personal resulta insuficiente para la 
carga laboral que se les exige con tantas solicitudes y denuncias.

Por lo tanto, el desconocimiento de los derechos humanos de las perso-
nas migrantes en México no es consecuencia únicamente del desinterés de los 
Estados de origen, sino también del Estado mexicano, al eludir las responsa-
bilidades de promoción y dejar en manos de las organizaciones civiles estas 
tareas. El éxito de la operatividad de estos dos albergues se ha generado por el 
acompañamiento y no solamente por la difusión, así es como se ha constituido 
este contrapeso que responde a una ineficacia estatal.

Otro aspecto a destacar en la operatividad de las organizaciones civiles 
del sur de México es que algunas de las mejoras respecto de las condiciones de 
diversos derechos humanos de las personas migrantes en estos contextos geo-
gráficos, ha sido a través de su pugna y movilización y no a un cumplimiento 
genuino del Estado mexicano (Gutiérrez, 2019: 125).

La contienda que enfrentan estas organizaciones civiles es de naturaleza 
política, pero en este caso se juega en los terrenos de lo jurídico, toda vez que 
han encontrado en las acciones legales una manera de evidenciar las inefica-
cias estatales y contrarrestar las múltiples transgresiones a derechos humanos, 

Dentro de los ejes que articulan el activismo jurídico de estas organizacio-
nes se encuentran la asistencia de necesidades elementales a personas migran-
tes que ingresan a territorio mexicano, seguido de estrategias de difusión de 
información útil en materia de derechos humanos y de estrategias de regulari-
zación migratoria en México, para finalizar con una labor de acompañamiento 
durante los trámites o procesos que las personas migrantes requieren llevar 
a cabo. Este repertorio permite además evidenciar las omisiones del Estado 
mexicano en el área de promoción de derechos humanos, las carencias presu-
puestales en las instituciones encargadas de las cuestiones migratorias y ser el 
contrapeso constante ante los múltiples riesgos y vicisitudes que componen el 
trayecto de una persona migrante en la frontera sur del país.

Es por ello que en este trabajo se intentan describir los componentes que 



 | R
ev

is
ta

 M
ex

ic
an

a 
de

 E
st

ud
io

s 
de

 lo
s 

M
ov

im
ie

nt
os

 S
oc

ia
le

s, 
Vo

l. 
4 

nú
m

. 1
, e

ne
ro

-ju
ni

o 
de

 2
02

0

Eduardo Elías Gutiérrez, La defensa de los derechos humanos de las personas migrantes... |105  

|R
ev

is
ta

 M
ex

ic
an

a 
de

 E
st

ud
io

s 
de

 lo
s 

M
ov

im
ie

nt
os

 S
oc

ia
le

s, 

conforman el activismo jurídico de las organizaciones civiles del sur de Méxi-
co en materia de defensa de derechos humanos de personas migrantes. Este 
activismo jurídico es aquel desarrollado por las organizaciones de la sociedad 
civil, que consiste en el empoderamiento de las personas migrantes a través 
de la transmisión de conocimiento útil de derechos humanos, datos para una 
regularización migratoria y acompañamiento constante durante la secuela de 
todos los procesos y comparecencias que se necesiten.

El activismo jurídico nace de la relación inexorable entre los movimientos 
sociales y los derechos humanos. Este nexo tiene su basamento en la compren-
sión de los derechos humanos como procesos de lucha y negociación entre 
gobernantes y gobernados  (Stammers, 2009; Tilly, 2004 en López, 2017: 60). 
En otras palabras, en aquella perspectiva teórica de los derechos humanos que 
Arias (2015: 14-16) denominó disidente o de protesta, y que les ve como resulta-
dos de luchas y movimientos sociales y no como valores inherentes a una apa-
rente naturaleza humana, que es la visión hegemónica dentro de los estudios 
jurídicos. Es en el marco de esa relación que surgen las organizaciones civiles 
del sur de México como actores jurídicos en defensa de los derechos humanos 
de personas migrantes.

No obstante, existen tres consecuencias cuestionables bajo este modelo 
operativo de las organizaciones civiles de la frontera sur mexicana como acto-
res jurídicos. Por un lado, la carga simbólica que se les enseña a las personas 
migrantes en los albergues acerca de la documentación migratoria en México. 
El simbolismo del documento migratorio no únicamente como un instrumento 
para evitar deportaciones o detenciones arbitrarias, sino incluso para ser desde 
un punto de vista pragmático, sujeto de derechos humanos en este país (Gutié-
rrez, 2019: 133). Este discurso se adhiere al cúmulo de experiencias negativas 
que las personas migrantes han vivido en sus lugares de origen con relación a 
los derechos humanos, y perpetúa un mensaje de que para ser sujeto de dere-
chos humanos se debe contar con alguna tarjeta migratoria. 

La segunda consecuencia está concatenada, pues en la medida en que las 
personas migrantes estimen el número de “ventajas” o “mejorías” que pueden 
resultar de contar con una tarjeta de visitante por razones humanitarias, sus 
deseos por adquirirla aumentarán. En ocasiones se trata de personas que aun-
que devienen de un escenario hostil en sus lugares de procedencia, no alcanzan 
a adecuarse a los supuestos normativos en México para ser solicitante de la 
condición de refugiado y tampoco han sufrido ni presenciado un delito en terri-
torio mexicano. Sin embargo, el deseo instintivo de protección les puede llevar 
a crear o tergiversar historias, con la pretensión de alcanzar la obtención de 
dichos documentos migratorios y por ende la protección legal.
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Finalmente, la tercera consecuencia estriba en que es probable que las 
personas migrantes activen los mecanismos legales no porque tengan el ob-
jetivo principal de condenar las conductas de los representantes del Estado 
mexicano o de buscar sanción, justicia y reparación, sino por el resultado que 
se consigue con la presentación de la denuncia de hechos o de la solicitud de 
la condición de refugiado. En otras palabras, se construye una visión utilitaria 
de las violaciones a derechos humanos como cartas de acceso para adquirir 
beneficios administrativos o instrumentales, es decir, una noción de víctima 
como algo hasta cierto punto positivo, que se traduce en ventajas pragmáticas 
o instrumentales, como en este caso contar con una tarjeta de visitantes por 
razones humanitarias.

ConSidErAcionES FinALES
Las organizaciones de la sociedad civil que protegen los derechos humanos de 
las personas migrantes en la frontera sur mexicana constituyen una forma de 
activismo jurídico, pues a través de diversas acciones legales que materializan 
con sus propios recursos, sustituyen obligaciones que legalmente le correspon-
derían al Estado mexicano. Así mismo, han encontrado en los mecanismos le-
gales una vía para recordarle su inefectividad en la protección de los derechos 
humanos, al tiempo que contrarrestan las condiciones de vulnerabilidad que 
experimentan las personas migrantes ante una política migratoria de control 
con rostro humano (Domenech, 2013: 2), es decir, una política que desde la ley 
emite un discurso de seguridad humana y operativamente actúa bajo un para-
digma de seguridad nacional.

Las principales acciones legales que ejecutan estas organizaciones como 
forma de activismo jurídico, son las solicitudes de la condición de refugiado y 
los trámites de las tarjetas de visitante por razones humanitarias. Se han es-
tablecido procesos internos en los albergues de la frontera sur de México que 
conforman su repertorio de movilización política y que sirven para identificar 
a personas migrantes con posibilidades de regularizar su situación de estancia 
por conducto de estas dos modalidades administrativas. Estos procesos inter-
nos representan también otras vías de activismo jurídico que consisten en el 
empoderamiento de la persona migrante, a través de la promoción de conoci-
miento sobre derechos humanos y el acompañamiento personalizado durante 
los procesos que llevan a cabo las personas migrantes.

Estas formas de activismo jurídico han surgido de los agravios y violacio-
nes experimentados por las personas migrantes que transitan por territorio 
mexicano y como una vía para encausar esas transgresiones en una lucha rei-
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vindicatoria por la protección –y no sólo reconocimiento– de sus derechos. Es 
por ello que las organizaciones civiles de la frontera sur de México se inscriben 
como actores jurídicos, al tiempo que se convierten en la fuente de capacidad 
de agencia de las personas migrantes. Pues la capacidad de agencia no siempre 
emana de forma genuina del sujeto, sino que en ocasiones encuentra otras 
fuentes, como en este caso la asistencia de otros actores que les empoderan 
con información y acompañamiento (Gutiérrez, 2019: 111).

El riesgo de mantener esta operatividad en las organizaciones civiles del 
sur mexicano, centrada en la regularización migratoria, reside en la perpetua-
ción de un discurso que reconoce que para que en México seas sujeto de dere-
chos humanos y tengas protección de las instituciones del Estado, debes contar 
con una tarjeta de estancia. Por otro lado, se instrumentaliza hasta cierto sen-
tido el hecho de obtener estos documentos y se olvida el propósito de fondo de 
las acciones legales, pues lo único que es de interés, es el resultado. Finalmente, 
se puede llegar a idealizar el rol de víctima, ya que éste puede ser el medio para 
obtener un documento migratorio y en consecuencia, el reconocimiento como 
sujeto de derechos humanos.

En la medida en que más actores políticos comiencen a jugar dentro de los 
terrenos jurídicos o judiciales, a través de la presentación de acciones legales y 
de la presiones mediática y procesal que implica para el Estado mexicano esta 
clase de movilizaciones, se reforzará la idea conceptual del activismo jurídico. 
Ha existido históricamente poca creencia en la estrategia de movilización polí-
tica de jugar bajo las reglas del Estado, y de ese modo los movimientos sociales 
han encontrado nutrientes para su repertorio, en acciones fuera de lo legal. 
Empero, actividades como las que ejecutan día a día las organizaciones civiles 
del sur de México en la defensa de los derechos humanos de personas migran-
tes, son un ejemplo de la incidencia y repercusión que se puede conseguir por 
conducto de esta clase de repertorios de acciones colectivas dentro del marco 
de un activismo jurídico.
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